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Candelaria Rosa, la Jueza Álvarez Esnard y la Jueza Díaz Rivera. 
 

Díaz Rivera, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

 Comparece ante nos, Jackeline Vázquez, su esposo Axel 

Birriel y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por 

ambos (en conjunto, la parte peticionaria) y nos solicitan que 

revisemos la Sentencia emitida y notificada el 31 de mayo de 2024, 

por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de 

Humacao. Mediante dicho dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la 

Moción de Desestimación que presentó el Departamento de Justicia 

en representación de la Oficina de Administración de los Tribunales 

(parte recurrida).  

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

expedimos el auto de certiorari y, en consecuencia, se confirma el 

dictamen recurrido.  

I.  

        El 19 de abril de 2024, la parte peticionaria presentó un 

Recurso Especial de Revisión Judicial para Acceso a Información 
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Pública. En síntesis, alegó que el 28 de marzo de 2024, le envió una 

carta a la Oficina de Inspección de Notaría (ODIN), Archivo Notarial 

de Humacao, acreditando el interés en unos instrumentos públicos 

para que se produjera copia certificada de los mismos. Sostuvo que 

el 1 de abril de 2024, la Oficina del Archivo Notarial de Humacao le 

negó la entrega de los documentos solicitados. Así pues, esbozó que 

el 2 de abril de 2024, le notificó por correo electrónico a la parte 

recurrida un requerimiento de información al amparo de la Ley 

Núm. 141-2019, según enmendada, conocida como “Ley de 

Transparencia y Procedimiento Expedito para el Acceso a la 

Información Pública” (en adelante, “Ley Núm. 141-2019”). 

Consecuentemente, solicitó que se le ordenara a la parte recurrida 

a entregar y proveer acceso a la información solicitada.  

 Entretanto, el 8 de mayo de 2024, la parte recurrida presentó 

una Moción de Desestimación. Enunció que la Ley Núm. 141-2019, 

supra, no es de aplicación al caso de autos. Así, señaló que la ley 

aplicable es la Ley Núm. 75 de 2 de julio de 1987, según enmendada, 

conocida como “Ley Notarial de Puerto Rico” (en adelante, “Ley Núm. 

75”). Ese mismo día, la parte recurrida presentó una Moción para 

Suplementar Desestimación.  

Oportunamente, el 9 de mayo de 2024, la parte peticionaria 

presentó una Réplica a Moción de Desestimación de la Parte 

Recurrida. En esta, se opuso a la solicitud de desestimación que 

presentó la parte recurrida. Adujo que hizo un acercamiento inicial 

a la Oficina del Archivo Notarial de Humacao de conformidad con la 

Ley Núm. 75, supra, y nunca recibió una respuesta formal. Indicó, 

además, que ha estado dispuesto, desde el inicio, a pagar los 

derechos arancelarios correspondientes. 

El 31 de mayo de 2024, el TPI emitió una Sentencia mediante 

la cual declaró Ha Lugar la Moción de Desestimación que presentó la 

parte recurrida y, en consecuencia, desestimó el Recurso Especial 
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de Revisión Judicial para Acceso a Información Pública. Insatisfechos 

con esa determinación, el 27 de junio de 2024, la parte peticionaria 

presentó un recurso de Certiorari ante ese Tribunal y alegó la 

comisión de los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: 

ERRÓ EL TPI AL RESOLVER QUE LA PETICIONARIA 
– REPRESENTADA POR ABOGADO FUNCIONARIO 

DEL TRIBUNAL Y, A SU VEZ, NOTARIO QUE EJERCE 
UNA FUNCIÓN PÚBLICA [SIC] – NO TIENE DERECHO 

DE ACCESO, BAJO LA LEY 141-2019, A COPIA DE 
UNOS INSTRUMENTOS PÚBLICOS [SIC] SOBRE 
PROPIEDADES INMUEBLES QUE CONSTAN 

INSCRITAS PÚBLICAMENTE EN EL REGISTRO DE 
LA PROPIEDAD.  

 

SEGUNDO ERROR: 

ERRÓ EL TPI AL DEJAR DE RESOLVER LA 
SOLICITUD DE SANCIONES BAJO LAS REGLAS 9.1 

DE PROCEDIMIENTO CIVIL POR REPRESENTAR A 
LA RAMA JUDICIAL INFORMACIÓN FALSA QUE 

CONOCÍA O QUE, EN LA ALTERNATIVA, DEBIÓ 
CONOCER CON UNA DILIGENCIA MÍNIMA 
RAZONABLE.  

 

Examinado el recurso de Certiorari, este Tribunal emitió una 

Resolución el 2 de julio de 2024, concediéndole un término de veinte 

(20) días a la parte recurrida para que expresara su posición al 

recurso. El 29 de julio de 2024, la parte recurrida presentó un 

Alegato en Oposición. Con el beneficio de la comparecencia de todas 

las partes, procedemos a resolver. 

II.  

A. Certiorari  

El auto de certiorari es el recurso extraordinario mediante el 

cual un tribunal de jerarquía superior puede revisar, a su 

discreción, una decisión de un tribunal inferior. Rivera Gómez y 

otros v. Arcos Dorados Puerto Rico, Inc. y otros, 212 DPR 194 (2023). 

Véase, además, Torres González v. Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821 

(2023); 800 Ponce de León Corp. v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009). En particular, es 
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un recurso mediante el cual se solicita la corrección de un error 

cometido por un foro inferior. Torres González v. Zaragoza Meléndez, 

supra. Así pues, la determinación de expedir o denegar un recurso 

de certiorari está enmarcada en la discreción judicial. 800 Ponce de 

León Corp. v. AIG, supra. Es decir, la característica distintiva de este 

recurso se asienta en la discreción encomendada al tribunal revisor 

para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos. Banco Popular 

v. Gómez Alayón y otros, 2023 TSPR 145, 213 DPR ___ (2023). No 

obstante, la discreción judicial para expedir o no el auto de certiorari 

solicitado no ocurre en un vacío ni en ausencia de unos parámetros. 

Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra. 

A esos efectos, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil (32 LPRA 

Ap. V) limita la autoridad de este Tribunal de Apelaciones para 

revisar las órdenes y resoluciones interlocutorias que dictan los 

tribunales de instancia por medio del recurso discrecional del 

certiorari. Véase, Scotiabank of PR v. ZAF Corp., 202 DPR 478, 486-

487 (2019). En lo pertinente, la precitada disposición reglamentaria, 

supra, dispone que: 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo.  No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia,  al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión.   
 

Si ninguno de esos elementos está presente en la petición ante 

la consideración del Tribunal, procede abstenerse de expedir el auto, 

de manera que se continúen los procedimientos del caso, sin mayor 

dilación, ante el Tribunal de Primera Instancia.  García v. Asociación, 
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165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 

151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 

729, 745 (1986).  

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sensata 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de los 

asuntos que son planteados mediante el recurso, la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, señala los criterios que 

debemos considerar al atender una solicitud de expedición de un 

auto de certiorari. Torres González v. Zaragoza Meléndez, supra. En 

lo pertinente, la precitada disposición reglamentaria dispone lo 

siguiente:    

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 
al determinar la expedición de un auto de certiorari, o de una 
orden de mostrar causa:   
 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida a 
diferencia de sus fundamentos son contrarios a derecho. 

       
B.  Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.    
 
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.    

 
D.  Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados.    

 
E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.    
 
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  
    
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  
 

Nótese que, distinto al recurso de apelación, el auto de 

certiorari, por ser un recurso discrecional, debemos utilizarlo con 

cautela y por razones de peso. Pueblo v. Díaz de León, supra, pág. 

918.   

Ahora bien, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

reiteradamente ha indicado que la discreción significa tener poder 

para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o 
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varios cursos de acción. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

580 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  El adecuado 

ejercicio de la discreción judicial está “inexorable e 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad”. Pueblo v. 

Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). Así pues, un tribunal 

apelativo no intervendrá con las determinaciones discrecionales de 

un tribunal sentenciador, a no ser que las decisiones emitidas por 

este último sean arbitrarias o en abuso de su discreción. Banco 

Popular v. Gómez Alayón y otros, supra. Véase, además, Pueblo v. 

Rivera Santiago, supra, pág. 581; S.L.G. Flores, Jiménez v. Colberg, 

173 DPR 843 (2008). 

B. Ley Núm. 141-2019 

El Artículo 409 del Código de Enjuiciamiento Civil de Puerto 

Rico de 1933 dispone, en lo pertinente, que “[t]odo ciudadano tiene 

derecho a inspeccionar y sacar copia de cualquier documento 

público de Puerto Rico, salvo lo expresamente dispuesto en contrario 

por la ley.” 32 LPRA sec. 1781.  Se trata del derecho de acceso a la 

información pública que, según ha reconocido el Tribunal Supremo 

de Puerto Rico, es un corolario necesario de los derechos de libertad 

de expresión, prensa y asociación establecidos en la Sección 4 del 

Artículo II de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico y la Primera Enmienda de la Constitución federal, LPRA Tomo 

1. Nieves v. Junta, 160 DPR 97, 102 (2003).  

El derecho a la información antes mencionado depende de que 

la información solicitada sea propiamente pública.  A esos efectos, 

el Artículo 1 (b) de la Ley Núm. 5 del 8 de diciembre de 1955, según 

enmendada, conocida como la “Ley de Administración de 

Documentos Públicos de Puerto Rico”, dispone que se considerará 

público todo documento que “se origine, conserve o reciba en 

cualquier dependencia del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 

acuerdo con la ley o en relación con el manejo de los asuntos 



 
 

 
KLCE202400705    

 

7 

públicos y que de acuerdo con lo dispuesto en… [esta Ley] se haga 

conservar permanente o temporalmente como prueba de las 

transacciones o por su valor legal”. (3 LPRA sec. 1001 (b)). Una vez 

un documento se ubica dentro de una de las categorías 

mencionadas, se convierte en un documento público y puede 

solicitarse su inspección.  Nieves v. Junta, supra, págs. 102-103; 

Ortiz v. Dir. Adm. de los Tribunales, 152 DPR 161, 176 (2000).   

Es sabido que el derecho de acceso a la información pública 

no es absoluto. Colón Cabrera v. Caribbean Petroleum, 160 DPR 582, 

591 (2007); Nieves v. Junta, supra, pág. 103. No obstante, el Estado 

no puede negarse caprichosamente y de forma arbitraria a permitir 

el acceso a los documentos públicos. Colón Cabrera v. Caribbean 

Petroleum, supra, pág. 590. Además, el peso probatorio corresponde 

al Estado, si es que pretende justificar cualquier reclamo de 

confidencialidad, que impida la publicidad de información 

gubernamental. E.L.A. v. Casta Developers, 162 DPR 1, 11 (2004). 

Por otra parte, la Ley Núm. 141-2019, supra, se aprobó con el 

fin de proveer un procedimiento uniforme para obtener la 

información pública que se genera o custodia en las entidades 

gubernamentales de forma sencilla, ágil y económica. Véase, 

Exposición de Motivos de la Ley Núm. 141-2019, supra.   

El Artículo 3 de la Ley Núm. 141-2019, supra, recoge la 

política pública sobre el acceso a la información pública. 

Específicamente, se establece: 

1) La información y documentación que produce el gobierno se 

presume pública y accesible a todas las personas por igual. 

 
2) La información y documentación que produce el gobierno en 

sus estudios, transacciones y en el ejercicio de la autoridad 

pública, de manera directa o delegada, son patrimonio y 

memoria del pueblo de Puerto Rico. 

 
3) El derecho constitucional de acceso a la información requiere 

la transparencia gubernamental. 

 
4) Toda información o documento que se origine, conserve o 

reciba en cualquier dependencia del Gobierno, aunque se 
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encuentre bajo la custodia de un tercero, se presume público 

y debe estar accesible al Pueblo y la prensa. 

 
5) El derecho de acceso a la información pública es un pilar 

constitucional y un derecho humano fundamental. 

 

6) El acceso a la documentación e información pública tiene 

que ser ágil, económico y expedito.  

 
7) Toda persona tiene derecho a obtener la información y 

documentación pública, sujeto a las normas y excepciones 

aplicables. 

 

8) El Gobierno de Puerto Rico establece en la presente Ley una 

política de apertura a la información y documentación, que 

incluya la disponibilidad de la tecnología y de los avances 

necesarios para hacer valer el derecho de los solicitantes a 

acceder a la información y documentación pública de forma 

oportuna, objetiva, veraz, completa, reutilizable, procesable 

y disponible en formatos accesibles, inalterados e íntegros. 

(3 LPRA sec. 9913). 

 

Así pues, las disposiciones del precitado estatuto son de 

aplicación “al Gobierno de Puerto Rico, entiéndase la Rama 

Legislativa, Rama Judicial y Rama Ejecutiva, incluyendo en ésta a 

todas las entidades gubernamentales, corporaciones públicas y los 

municipios. De igual forma aplica a terceros custodios de 

información o documentos públicos”.  Véase, Artículo 2 de la Ley 

Núm. 141-2019, supra, (3 LPRA sec. 9912).  Cónsono con el fin de 

proveer un proceso expedito, el Artículo 6 de la Ley Núm. 141-2019, 

supra, (3 LPRA 9916) permite que cualquier persona, mediante 

solicitud escrita o por vía electrónica, presente una solicitud 

requiriendo información pública “sin necesidad de acreditar algún 

interés particular o jurídico”. Dicha solicitud deberá contener “una 

dirección o correo electrónico para recibir notificaciones, el formato 

en que desea recibir la información y una descripción de la 

información”. Íd. 

Solicitada la inspección o reproducción de información 

pública, la entidad gubernamental deberá producir la misma dentro 

de un término de 10 días laborales, o 15 días si es una oficina 

regional, contados a partir de la fecha en que se envió la solicitud.  

Véase, Artículo 7 de la Ley Núm. 141-2019, supra, (3 LPRA sec. 
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9917). Este término es prorrogable por 10 días adicionales,1 siempre 

y cuando la solicitud de prórroga, la cual debe exponer la razón por 

la cual se necesita de tiempo adicional, se notifique dentro del 

término original. Id. Sin embargo, si la entidad gubernamental no 

contesta dentro del término inicial, se entenderá que ha denegado 

la solicitud. Id. Ante esta situación, la persona que solicita la 

información podrá recurrir ante el Tribunal. Id. Mediante los 

referidos términos se garantiza que las entidades públicas atiendan 

reclamos de información pública de forma sencilla y expedita. 

De otro lado, se dispone que, si la entidad gubernamental a la 

cual se le solicita la inspección de información pública se niega a 

divulgarla, deberá “especificar por escrito los fundamentos jurídicos 

en los que se basa la denegatoria o negativa de entregarla en el 

término establecido”. Id. En caso de que la entidad gubernamental 

haya negado el acceso a la información pública solicitada, ya sea 

porque determinó no hacerlo o porque no la entregó dentro del 

término requerido, el solicitante tendrá el derecho de presentar un 

Recurso Especial de Acceso a Información Pública ante el Tribunal 

de Primera Instancia.  Artículo 9 de la Ley Núm. 141-2019, supra, 

(3 LPRA sec. 9919). Este es el mecanismo adecuado para impugnar 

la determinación de la entidad gubernamental, y solicitar la 

producción de la información pública a la cual se le ha negado 

acceso. 

C. Ley Núm. 75 de 2 de julio de 1987 

El Artículo 13 de la Ley Núm. 75, supra, establece que “[l]os 

instrumentos públicos comprenden las escrituras públicas y las 

actas, bien sea original o en copia certificada”. (4 LPRA sec. 2031). 

Consecuentemente, el Artículo 43 de la Ley Notarial establece que: 

[a]demás de los otorgantes, sus representantes y 
causahabientes, tienen derecho a obtener copias, en 
cualquier tiempo, todas las personas a cuyo favor resulte de 

 
1 Al igual que el término inicial, los 10 días adicionales son laborales. 
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la escritura algún derecho, ya sea directamente, ya adquirido 
por acto distinto de ella y quienes acrediten a juicio del 
notario o Archivero Notarial concernido tener interés legitimo 
en el documento, salvo de testamentos antes de la muerte 
del testador. (4 LPRA sec. 2065). 
 

 Asimismo, la Ley Notarial establece que: 

[d]enegada la expedición de la copia por el notario se podrá 
acudir formalmente o informalmente ante el Director de la 
Oficina de Inspección de Notarías, quien oyendo al propio 
notario y al querellante dictará lo que proceda. Si la decisión 
fuese ordenando la expedición de la copia, el notario lo hará 
constar en la nota de expedición de la copia en la escritura 
matriz y en la nota de certificación de la misma copia. Tal 
resolución podrá hacerse en una forma breve y concisa y se 

le notificará al notario. 
 
Contra la negativa del notario confirmada por el Director de 
la Oficina de Inspección de Notarías se podrá recurrir ante la 
sala competente del Tribunal Superior. Dicha sala luego de 
examinar los argumentos de la persona solicitante y la 
resolución del Director de la Oficina de Inspección de 
Notaría, con o sin vista podrá ordenar la expedición de la 
copia o confirmar la denegación. Tal resolución será revisable 
mediante certiorari ante el Tribunal Supremo. Artículo 44 de 
la Ley Núm. 75, supra, (4 LPRA sec. 2066). 
 

 Por otra parte, la Regla 47 del Reglamento Notarial de Puerto 

Rico establece que,  

Además de los otorgantes, pueden solicitar y obtener copia 
de un documento matriz en un protocolo bajo la custodia de 
un notario, entre otros:  
 
(a) El causahabiente de cualquiera de los otorgantes en la 
materia del contrato:  

(1) El heredero o legatario de las partes,  
(2) el donatario,  
(3) el cesionario.  
 

(b) El representante de cualquiera de los otorgantes al 
momento de solicitar la copia: 

(1) El abogado, 
(2) el mandatario o apoderado,  

(3) el tutor de un incapaz o menor,  
(4) el albacea o contador-partidor, 
(5) el padre o la madre con patria potestad sobre un  
menor, 
(6) el oficial autorizado de cualquier entidad.  
 

(c) La persona a cuyo favor resulte del documento matriz 
algún derecho, o por acto distinto a éste, en relación a la 
materia del contrato:  

(1) El comunero,  
(2) el acreedor hipotecario,  
(3) el arrendatario,  
(4) el usufructuario, 
(5) el que disfrute del derecho de uso y habitación,  
(6) el censualista,  
(7) el titular del derecho de servidumbre,  
(8) el fiduciario y fideicomisario,  
(9) el que invoque tener derecho de retracto, 
(10) el cónyuge no otorgante. 
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(d) Cualquier persona que, a juicio del notario, acredite tener 
interés legítimo en el documento para el ejercicio de un 
derecho, facultad o acción, o para acreditar la celebración del 
acto contenido en el instrumento.  
 
(e) El Registrador de la Propiedad. Denegada la expedición de 
la copia por el notario, el solicitante acudirá al procedimiento 
que establece la sec. 2066 de este título. De no cumplir el 
notario con la decisión del Director de la Oficina de 
Inspección de Notarías, la persona interesada podrá acudir 
al Tribunal Supremo para que dicho tribunal disponga lo que 
en derecho procede. 

 

D. Regla 9.1 de Procedimiento Civil  

La Regla 9.1 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) establece, 

entre otras cosas, que: 

[l]a firma del abogado o abogada, o de la parte equivale a 
certificar que está hábil y disponible para cumplir con los 
señalamientos y las órdenes del tribunal, que ha leído el 
escrito y que, de acuerdo con su mejor conocimiento, 
información y creencia, formada luego de una investigación 
razonable, dicho escrito está bien fundado en los hechos y 
respaldado por el derecho vigente, y que no se ha presentado 
con el propósito de causar una injusticia, dilación u opresión 
o de aumentar el costo del litigio.  
 
Si un escrito se firma en violación de esta regla el tribunal, a 
moción de parte o a iniciativa propia, impondrá a la persona 
quien lo firmó, a la parte representada o a ambas, cualquier 
sanción conforme lo dispuesto en la Regla 9.3, o podrá 
incluir una orden para pagar a la otra parte o partes una 
suma razonable en concepto de gastos con motivo de la 
presentación del escrito, incluso una cantidad razonable 
para honorarios de abogado o abogada.  
 
Si se determina que un escrito se ha presentado con 
información falsa, simulada, difamatoria o indecorosa, o se 
utiliza lenguaje ofensivo o soez, el tribunal impondrá 
cualquier sanción conforme lo dispuesto en la Regla 9.3. 

 

 Cónsono con lo anterior, la Regla 9.3 de Procedimiento Civil 

(32 LPRA Ap. V) dispone, entre otras cosas, que,  

[e]l Tribunal, en el ejercicio de su poder inherente de 
supervisar la conducta de los abogados y abogadas que 
postulan ante sí, podrá, a iniciativa propia o a solicitud de 
parte, imponer sanciones económicas o de otra naturaleza o 
descalificar a un abogado o abogada que incurra en conducta 
que constituya un obstáculo para la sana administración de 
la justicia o infrinja sus deberes hacia el Tribunal, sus 
representados(as) o sus compañeros(as) abogados(as). 
 

III. 

 En su recurso, la parte peticionaria esgrimió que erró el TPI al 

resolver que la peticionaria – representada por abogado funcionario 

del Tribunal y, a su vez, Notario que ejerce una función pública – no 

tiene derecho de acceso, bajo la Ley 141-2019, supra, a copia de 
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unos instrumentos públicos sobre propiedades inmuebles que 

constan inscritas públicamente en el registro de la propiedad.  

 A la luz del marco jurídico enunciado, como regla general, 

“[t]odo ciudadano tiene derecho a inspeccionar y sacar copia de 

cualquier documento público de Puerto Rico, salvo lo expresamente 

dispuesto en contrario por la ley.” Artículo 409 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, supra. Así pues, el derecho a la información 

antes mencionado depende de que la información solicitada sea 

propiamente pública.  Es sabido que el derecho de acceso a la 

información pública no es absoluto. Colón Cabrera v. Caribbean 

Petroleum, supra. 

Cónsono con lo anterior, el Artículo 3 de la Ley Núm. 141-

2019, supra, establece que “[t]oda persona tiene derecho a obtener 

la información y documentación pública, sujeto a las normas y 

excepciones aplicables”. No obstante, sabido es que la norma 

jurídica que regula el ejercicio de la Notaría en Puerto Rico es la Ley 

Núm. 75, supra. Así pues, la Ley Notarial y el Reglamento Notarial, 

establecen el procedimiento a seguir para solicitar una copia 

certificada de un instrumento público. Específicamente, el Artículo 

44 de la Ley Núm. 75, supra, indica que “[d]enegada la expedición 

de la copia por el notario se podrá acudir formal o informalmente 

ante el Director de la Oficina de Inspección de Notarías, quien 

oyendo al propio notario y al querellante dictará lo que proceda”. 

Dicho Artículo establece, además, que “[c]ontra la negativa del 

notario confirmada por el Director de la Oficina de Inspección de 

Notarías se podrá recurrir ante la sala competente del Tribunal 

Superior”. Artículo 44 de la Ley Núm. 75, supra.  

En definitiva, aun cuando una escritura es un instrumento 

público, el procedimiento de expedición de copias certificadas de 

instrumentos públicos se rige por el Artículo 43 de la Ley Notarial, 

supra, y no por la Ley Núm. 141-2019, supra. Por consiguiente, ante 
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la negativa de la ODIN de expedir las copias certificadas de los 

instrumentos públicos, la parte peticionaria debió seguir el 

procedimiento establecido en el Artículo 44 de la Ley Notarial, supra. 

Es decir, acudir al Director de la Oficina de Inspección de Notarías, 

quien oyendo al propio notario y al querellante dictará lo que 

proceda. Asimismo, contra la negativa del notario confirmada por el 

Director de la Oficina de Inspección de Notarías se podrá recurrir 

ante la sala competente del Tribunal Superior.  

No podemos pasar por desapercibido que, la Ley Notarial es 

restrictiva en cuanto a la divulgación de una escritura pública, a 

pesar de su naturaleza propiamente pública. Por lo tanto, tal y como 

resolvió el foro a quo, el peticionario debió demostrar el interés 

legítimo que sostiene la solicitud de los instrumentos públicos. Dado 

a que del expediente ante nos no surge el cumplimiento con el 

proceso establecido en la Ley Notarial y el Reglamento Notarial, 

procede confirmar el dictamen recurrido.  

De otro lado, la parte peticionaria indicó que incidió el TPI al 

dejar de resolver la solicitud de sanciones bajo las Reglas 9.1 de 

Procedimiento Civil por representar a la Rama Judicial información 

falsa que conocía o que, en la alternativa, debió conocer con una 

diligencia mínima razonable. No le asiste la razón. 

De una lectura detallada de la Regla 9.1 y 9.3 de 

Procedimiento Civil, supra, se desprende que la imposición de 

sanciones por parte del Tribunal es un asunto discrecional. Por lo 

tanto, en ausencia de una decisión arbitraria o en abuso de 

discreción, no procede nuestra intervención. Banco Popular v. 

Gómez Alayón y otros, supra.  

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari y, en consecuencia, confirmamos la Sentencia recurrida.  

La Jueza Alvarez Esnard concurre sin opinión escrita. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 
 
 

 
 

 


